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Resumen: el indigenismo hoy en día se presenta como un 
movimiento social que pasa por la toma de conciencia del rol 
histórico, pero también demográfico, político y económico, 
desempeñado por la componente aborigen en los contextos 
nacionales latinoamericanos, para llegar a presentarse como 
fuerza propositiva de reformas constitucionales, o de asam-
bleas constituyentes con el encargo de elaborar un nuevo pacto 
social, que reflejen el pluralismo étnico, cultural, entonces jurí-
dico. Tras la salida del recién pasado autoritario, adquiere suma 
importancia establecer un sistema que reconozca y garantice el 
disfrute de los derechos de las personas, de la ciudadanía y de 
los pueblos autóctonos, adoptando una aproximación pluralis-
ta. Es decir que se percibe como necesario, en el marco de una 
renovación constitucional, el reconocimiento de los derechos 
de los pueblos, pero también de los ordenamientos jurídicos de 
ellos mismos, abandonando el intento de absorción por parte 
del Estado central, monista.
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A tales fines apunta también la normativa internacional. Así, 
la Convención Interamericana de 1969 introduce instrumentos 
pensados para la tutela de las personas, pero también quedan 
útiles para reducir la brecha de tutela hacia los pueblos origi-
narios. Es decir que el amparo y el ombudsman, tanto nacional 
como internacional, sirven hoy día para garantizar el reconoci-
miento y el goce de los derechos constitucionalmente contem-
plados. Entonces el grado de constitucionalización de los dere-
chos, determina a priori la amplitud de dichos instrumentos. 
De ahí la importancia de los movimientos sociales como aporte 
teórico y presión política para orientar los cambios constitucio-
nales en sentido pluralista.     

Abstract: indigenism today presents itself as a social move-
ment that involves raising awareness of the historical, demo-
graphic, political, and economic role played by the indigenous 
component in Latin American national contexts. It ultimately 
positions itself as a driving force behind constitutional reforms 
or constituent assemblies tasked with drafting a new social pact 
that reflects ethnic, cultural, and consequently, legal pluralism.

In the aftermath of recent authoritarian regimes, establishing a 
system that recognizes and guarantees the enjoyment of rights 
for individuals, citizens, and indigenous peoples has become 
of utmost importance, adopting a pluralistic approach. This 
means that within the framework of constitutional renewal, it 
is deemed necessary not only to recognize the rights of Indige-
nous peoples but also to acknowledge their own legal systems, 
moving away from the attempt at absorption by the central, 
monistic state.

International regulations also align with these objectives. For 
instance, the 1969 Inter-American Convention introduced me-
chanisms designed to protect individuals, which are also useful 
in bridging the gap in protection for indigenous peoples. Ins-
truments such as legal protection measures and the ombuds-
man, both at the national and international levels, now serve to 
ensure the recognition and enjoyment of constitutionally ens-
hrined rights. Consequently, the degree of constitutionaliza-
tion of rights determines, in advance, the scope of these instru-
ments. This highlights the importance of social movements as 
both a theoretical contribution and a form of political pressure 
to guide constitutional changes toward a pluralistic direction.  
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I. Introducción

El término “indigenismo” no tiene una definición unívoca. En 
1972 se define por Alejandro Marroquín, en Balance del Indige-
nismo. Informe sobre la política indigenista en América1 como la 
política adoptada por los Estados americanos para solucionar 
cuestiones que interesan el componente indígena de la pobla-
ción, persiguiendo el objetivo de integrarlo en los Estados na-
cionales correspondientes. El Instituto Indigenista Interamerica-
no, en 1991, define el indigenismo como una formula política e 
ideológica útil al fin de realizar completamente el proyecto de 
una nación unitaria. Varios críticos lo definen como un pensa-
miento que pone al centro la definición de indígena, elaborada 
por el grupo cultural y económicamente hegemónico.2 Es decir, 
una pregunta y una respuesta etnocéntrica que individua una ca-
tegoría social, le reconoce su estatus de atraso según estándares 
que ella misma desconoce, y elabora soluciones paternalistas a 

1	 Marroquín, A. D., Balance del indigenismo, informe sobre la política indige-
nista en América, Ciudad de México, Instituto Indigenista Interamericano, 
1972.

2	 Favre, H., “L`indigénisme mexicain: naissance, dévelopement, crise et re-
nouveau”,  La Documentation Française, núm. 4338-4340, Paris, diciembre 
1976, pp. 67-82.
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la cuestión.3 En ese sentido, el I Congreso Indigenista Interame-
ricano, en 1940, define al indio como un individuo económica 
y socialmente débil. En el II Congreso (1949), en cambio, apli-
cando el criterio de autoidentificación, resulta que el indio es el 
descendiente de las naciones precolombinas, acomunado a su 
grupo por su cosmovisión, idioma, cultura, a pesar de las modi-
ficaciones ocurridas con el contacto con otras culturas. Ensegui-
da, persiguiendo el desarrollo económico liberalista, el criterio 
étnico-cultural cede el paso a conceptos como el atraso socioe-
conómico y la consiguiente falta de competencia en el mercado. 
Sin embargo, el agudizarse de la cuestión indígena en los años 70 
vuelve a plantear la imprescindibilidad de dicho elemento.4 El 
antropólogo Guillermo Bonfil Batalla sostiene que la definición 
de la categoría-base del indigenismo, el indio, está viciada en su 
individuación por un sistema de clasificación étnica típicamente 
occidental. El intelectual quiché Demetrio Cojtí Cuxil, también, 
sostiene la parcialidad de los criterios mencionados y la impres-
cindibilidad de la autoidentificación como punto de partida para 
la construcción de relaciones más equilibradas entre la realidad 
autóctona y la mestiza en contextos postcoloniales. 

II. El marco histórico de las etapas

Las primeras huellas del pensamiento indigenista se encuentran, 
según algunos, ya en el periodo colonial. Con Las Casas y Vitoria 
el indigenismo se concibe como una mera actitud moral y huma-
nitaria que denuncia el maltrato de los nativos por piedad cristia-
na5 y por carencia de títulos legítimos de conquista.6 Dicha fase 

3	 Aubry, A., “Indigenismo, indianismo y movimientos de liberación nacio-
nal”, Documentos del INAREMAC (Instituto de Asesoría Antropológica para 
la región Maya, A.C.), núm. 018-II-83, México, 1982.

4	 Fernández Fernández, M., “Indigenismo”, Diccionario Crítico de Ciencias 
Sociales. Terminología Científico-Social, t. 1/2/3/4, Madrid-México, Plaza y 
Valdés, 2009,   https://www.theoria.eu/dictionary/I/indigenismo.htm 

5	 Casas, B. de las, “Apologética historia sumaria”, trad. de Parziale La leggen-
da nera. Storia degli Spagnoli nel Nuovo, Obras completas, Madrid, Alianza 
Editorial, 1992, vol. 6-8, 2018.

6	 Martin, R. H., La lezione sugli indios di Francisco de Vitoria, Milano, Jaca 
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se caracteriza por el paternalismo y la segregación. Eso, por un 
lado, estimula la evangelización como forma de civilización, por 
otro lado, la marginalización y la fragmentación en comunidades 
rurales en subsistencia. Al lograr la independencia, la sociedad 
sigue siendo netamente estratificada.7

La segunda fase indigenista se distingue por sus políticas li-
berales y asimilacioncitas. Intenta incorporar el indio y volverlo 
parte útil al modelo de desarrollo económico unilineal y unilate-
ral, propugnado por las constituciones liberales y las potencias 
económicas del momento. Eso pone las bases para las sublevacio-
nes indígenas, las cuales, en ciertos casos como el de Guatemala, 
se extienden a guerra civil. El indigenismo se vuelve así un mo-
vimiento social de reivindicación: propone una revisión del ca-
rácter y de la identidad de los Estados. El movimiento indigenista 
contemporáneo viene de reflexiones de intelectuales mestizos 
del siglo xix y reconoce el régimen de explotación secular de los 
nativos, inclusive a su rol decisivo en las economías nacionales 
en calidad de mano de obra a bajo coste. Sin embargo, dicha fase 
termina en un intento de conciliación que no cuestiona el mar-
co económico de los Estados nacionales, sino que atribuye a la 
carencia educativa en sentido occidental la responsabilidad del 
atraso indígena.8 

III. La connotación político-reivindicativa

A partir de las primeras décadas del siglo pasado el indigenismo 
pasa de una dimensión idealista a una mayormente reivindicati-
va, enfocada en la toma de conciencia del particular-indígena, del 
territorio ancestral y del papel desempeñado en la construcción 
identitaria en los Estados independientes. Por lo tanto, se habla 
de un movimiento de protesta en contra del rol subalterno, perci-
bido como una anomalía histórica y estructural de las sociedades 
americanas. En tal sentido, ve la restructuración de las relaciones 
de fuerza como paso imprescindible para superar la brecha entre 

Book, 1999, pp. 32 y 33.
7	 Fernández Fernández, M., op. cit. 
8	 Idem.
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los estratos sociales y el consiguiente conflicto. En los años 70 se 
promulgan reformas agrarias y otras medidas con el fin de mejo-
rar las condiciones de la componente aborigen, pero las incerte-
zas en la actuación y la insuficiencia de ellas no permiten avances 
reales. Las comunidades nativas responden resistiendo, es decir 
practicando sus cosmovisiones y las elevan a propuesta alterna-
tiva de desarrollo. Se habla, en ese sentido, de “etnodesarrollo” y 
consiste en la recuperación de la dimensión cultural y plural de 
gestión de los recursos. Es un proceso organizativo completo que 
empieza a nivel local para después interactuar con instituciones 
nacionales y supranacionales. El factor-cultura vuelve a ser un 
pilar por ser un recurso de desarrollo integral de los pueblos, por 
ende, de los Estados en los que están ubicados. En tal sentido, 
representa una oportunidad de abandonar los modelos homoge-
nizántes de progreso prefiriendo un mercado, del trabajo y de 
bienes, que tome en cuenta las peculiaridades locales, incluyén-
dolas. La Declaración de San José define el etnodesarrollo como 
el ampliar y el consolidar la cultura propia, mediante el reforza-
miento de la capacidad de tomar decisiones en una sociedad cul-
turalmente diferenciada para que se autodetermine en su mismo 
desarrollo.9 Eso presupone la toma de conciencia, institucional y 
jurídica, del pluralismo de la sociedad y, por ende, la necesidad 
de construir entes territoriales, políticos y administrativos, autó-
nomos dentro de la estructura estatal, que garanticen el diálogo 
en los ámbitos de competencia.10 

Queda patente, además, como la conciencia indígena de los 
grupos, confluyendo en movimientos sociales, contribuye a plas-
mar en todos los Estados política pero también económicamente. 
La abertura de los pueblos, desde lo local, se expande y se orga-
niza en el movimiento transnacional que hoy hace referencia al 
Instituto Indigenista Interamericano. 

9	 UNESCO, Declaración de San José de Costa Rica, 11 de diciembre 1981, p. 
1 y 2.

10	 Fernández Fernández, M., op. cit. 
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IV. Los factores concurrentes

La progresiva expansión de las reivindicaciones indígenas e indi-
genistas está sostenida también por la labor de los Tribunales de 
opinión, como el tribunal Russell II y el Tribunal Permanente de 
los Pueblos, por el movimiento cultural del Tercermundismo y 
por la general desafección hacía los regímenes represivos que in-
teresan la macrorregión. Con la organización y cooperación, sus 
instancias adquieren escucha creciente y llegan a involucrarse con 
temarios globales como la tutela de las minorías y, aun mas, con el 
desarrollo sostenible. Dicha “ruptura” del aislamiento tradicional 
se concreta en muchas ocasiones, como en la guatemalteca, como 
extrema y violenta reacción contra las condiciones de indigencia 
y sometimiento impuestas por el ejército estatal. Las expropia-
ciones forzadas de las tierras ancestrales representan la afrenta 
que impone la acción coordenada. Además, esto ocurre en el si-
lencio de la comunidad internacional que, por principio general, 
no interviene en los asuntos internos de los Estados. Estados que, 
a pesar de ello, no representan las naciones presentes en su inte-
rior: de ello la necesidad de reconocer el multiculturalismo, y de 
considerar también las propuestas plurinacionalistas.11

V. El eje de la cuestión: ¿el derecho o los derechos?

Existen temas en los cuales la falta de intersección entre la reali-
dad indígena y la institucional produce ciertos vacíos del sistema 
y, por ende, de tutela. En el momento histórico donde las relacio-
nes de fuerza dentro de la sociedad civil estatal e internacional 
se encuentran en una profunda crisis, el Indigenismo encuentra 
las condiciones adecuadas para proponerse como movimiento 
propositivo. Sostiene la necesidad de reconfigurar las relaciones 
entre Estado y pueblos, la imprescindibilidad del reconocimien-
to constitucional de ellos y de sus propias jurisdicciones. Cabe 
destacar, aquí, la noción de derecho indígena: se trata de un ré-
gimen normativo originado por comportamientos homogéneos, 
constantes y repetidos, percibidos como vinculantes dentro de la 

11	 Idem.
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colectividad que lo practica. Es una forma de actuar que expresa 
un estilo de vida delineado y, por eso, responde a dinámicas e in-
tereses que se pueden entender solamente si están contextualiza-
dos. Cada pueblo dispone de un patrimonio jurídico que integra 
el pluralismo del Estado. 

VI. El enfoque judicial

El tema judicial representa el punto de intersección de varias 
cuestiones: el problema general del acceso de los pueblos origi-
narios como sujetos colectivos y como ciudadanos particulares, 
debido a su marginación socioeconómica; las dificultades comu-
nicativas debidas a las especificidades culturales y lingüísticas; la 
falta de reconocimiento de los sistemas legales y jurisdiccionales. 
Según la doctrina de los derechos humanos, el acceso a la justicia 
es un derecho reconocido en primer lugar a nivel internacional. 
Este principio viene elaborado e integrado dentro de las normas 
estatales en una pluralidad de facetas, por ejemplo, el derecho a 
la defensa, a la justicia, al habeas corpus. En varios países de la 
macrorregión, entre los años 90 y 2000, los sistemas de adminis-
tración de la justicia se vuelven objeto de reformas para imple-
mentar la posibilidad de acceso y comunicación para los pueblos 
indígenas. El intento es ampliar el aparato judicial, haciéndolo 
más capilar en el territorio y más competente en los temas de dis-
cusión. El aumento de los pedidos confirma la eficacia de dichas 
reformas. Especialmente, hoy día la casi totalidad de Estados la-
tinoamericanos disponen de instituciones que vigilan el respe-
to de los derechos fundamentales, con mayor atención hacia el 
ámbito penal y a categorías económicamente desventajadas. Se 
instituye el ombudsman o defensor del pueblo, y procurador de 
derechos humanos, en reacción a la debilidad de la democracia.12 
No obstante, si numerosos países adoptan reformas que recono-
cen la diversidad étnico-lingüística y el multiculturalismo como 
caracteres constitutivos, no se encuentra la misma abertura hacia 
el derecho indígena. La introducción de ello como recurso jurídi-

12	 Volio, L. G., “Los ombudsman en América Latina y su incidencia política”, 
Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH), vol. 49, 2009, p. 4, 
https://www.corteidh.or.cr/tablas/r24580.pdf
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co alternativo, el reconocimiento a las autoridades comunitarias 
dentro de los límites territoriales ocupados, o la mención de la 
coexistencia de más jurisdicciones en el mismo Estado todavía no 
se trasponen normativamente. Sin embargo, en algunas realida-
des existe una jurisprudencia que reconoce el ejercicio de juris-
dicciones especiales reservadas a los indígenas y la misma Corte 
Interamericana de Derechos Humanos se expresó varias veces 
a sostén de esa orientación.13 La mayor parte de ellas abarcan 
los derechos ambientales, territoriales y a un ecuo acceso a los 
recursos del Estado. Pero a menudo las demandas se concretan 
a través de sujetos que no disponen de personalidad jurídica: un 
obstáculo burocrático al efectivo disfrute de los derechos, que se 
intenta eludir considerando las reivindicaciones indígenas como 
denuncias de lesión de derechos humanos y, por ende, plantear-
las delante del ombudsman o en el juicio de amparo.14    

VII. Las herramientas judiciales:  
propósitos y epílogos

El primer ombudsman de Latinoamérica se instituye por la Cons-
titución de Guatemala en 1985. Es el órgano competente para 
garantizar el respeto de los derechos fundamentales de los ciu-
dadanos por parte de la administración pública. Se trata de un 
encargo público reconducible, con varios contrapesos, al poder 
legislativo. De hecho, se dispone su independencia y su autono-
mía económica y administrativa, y la inmunidad respecto a los 
demás poderes públicos. Vigila también la defensa de las ga-
rantías constitucionales, entre ellas el amparo.15 Introducido en 
Guatemala probablemente como intento de mejorar la imagen in-
ternacional del país en guerra civil, sin embargo, para obtener la 
intervención judicial delante de las violaciones de derechos fun-
damentales de aquellos años, Rigoberta Menchú Tum recurre a la 

13	 Giraudo, L., Derechos, costumbres y jurisdicciones indígenas en la América 
Latina contemporánea, Madrid, Centro de estudios políticos y constitucio-
nales, 2008, pp. 61 y 62.

14	 Ibidem, pp. 63-65.
15	 Nocera, L. A., I popoli indigeni e la proprietà comunitaria delle terre ancestrali 

in America latina, Bari, Libellula edizioni, 2018, pp. 117-119.
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Audiencia Nacional española en 1999, un tribunal constitucional 
independiente, introducido en 1977, con funciones específicas 
y jurisdicción en territorio español y a todos los, españoles y ex-
tranjeros, que sean responsables de delitos imprescriptibles, aun-
que sean cometidos fuera del territorio español. Para delinear su 
competencia y estructura, se toma como referencia el Tribunal 
de Núremberg y a la doctrina de la jurisdicción universal con-
tra crímenes imprescriptibles de lesa humanidad, en el marco 
de la Convención para la prevención y la represión del crimen de 
genocidio.16 Cabe recordar que, según el artículo 46 de la Consti-
tución guatemalteca, los tratados y las convenciones en materia 
de derechos humanos, una vez ratificadas, prevalecen jerárqui-
camente respecto a la legislación nacional.17 El magistrado Ruiz 
Polanco, en el caso planteado por Rigoberta Menchú Tum reco-
noce la competencia de la Audiencia Nacional a conocer el caso 
y fundadas las razones jurídicas que sostienen la demanda. Ella 
denuncia varias personalidades de los Gobiernos y del ejército 
guatemalteco que actuaron durante la guerra civil, por crímenes 
de genocidio y de represión. Fundamental aquí es la ineficiencia 
del aparato judicial guatemalteco que, por omisión o por acción, 
contribuye al agravio de los conflictos y al escepticismo de la 
sociedad civil hacia las instituciones nacionales, alimentando la 
polarización social.18 La ineficiencia pone las bases para que sea 
reconocida la necesidad de procesar a los responsables de crí-
menes de lesa humanidad preferiblemente en el territorio donde 
los cometieron, pero, faltando esa posibilidad, en cualquier otro 
lugar, ya que las normas internacionales se oponen a la impuni-
dad.19 Hoy es principio general, reforzado por la Convención, la 

16	 Naciones Unidas, Asamblea General, Resolución 260 (III) A, 9 de diciem-
bre 1948, Convención para la prevención y la represión del crimen de genocidio.

17	 “Preeminencia del Derecho Internacional. Se establece el principio general 
de que en materia de derechos humanos, los tratados y convenciones acep-
tados y ratificados por Guatemala, tienen preeminencia sobre el derecho 
interno.” Constitución de la República de Guatemala, 1985, art. 46.

18	 Audiencia Nacional de España, Resolución de pleno de la Sala de lo Penal, 
núm. 115/2000-12-13, causa d. previas 331/99, de 13 de diciembre de 2000.

19	 Fundación Rigoberta Menchú Tum, Jurisdicción universal para el juzgamien-
to del genocidio en Guatemala. Hacía una verdadera conciliación nacional�, 
México, Fundación Rigoberta Menchú Tum, 2001, pp. 63-65.
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protección universal en materia de derechos humanos. Entonces, 
cualquier Estado está legitimado a afirmar su jurisdicción cuando 
el crimen denunciado constituye genocidio. A pesar de la exten-
sa documentación de los hechos ocurridos y de las condiciones 
de la justicia guatemalteca, el proceso delante de la Audiencia Na-
cional se concluye con una declaración de falta de jurisdicción.20 
La decisión se emite a la luz del principio de subsidiariedad de la 
jurisdicción internacional. Los acusadores, sostienen que la Au-
diencia Nacional interpreta el artículo 6 de la Convención para 
la prevención y represión del genocidio,21 y el artículo 17 del Esta-
tuto de Roma,22 en sentido de jurisdicción subsidiaria en vez de 

20	 Idem.
21	 Naciones Unidas…, cit., art. 6. “Las personas acusadas de genocidio o de 

uno cualquiera de los actos enumerados en el artículo III, serán juzgadas 
por un tribunal competente del Estado en cuyo territorio el acto fue co-
metido, o ante la corte penal internacional que sea competente respecto a 
aquellas de las Partes contratantes que hayan reconocido su jurisdicción.”

22	 Estatuto de Roma de la Corte penal internacional (CPI), art. 17, ”Cuestio-
nes de admisibilidad 1. La Corte teniendo en cuenta el décimo párrafo del 
preámbulo y el artículo 1, resolverá la inadmisibilidad de un asunto cuan-
do: a) El asunto sea objeto de una investigación o enjuiciamiento por un 
Estado que tenga jurisdicción sobre él salvo que este no esté dispuesto a lle-
var a cabo la investigación o el enjuiciamiento o no pueda realmente hacer-
lo; b) El asunto haya sido objeto de investigación por un Estado que tenga 
jurisdicción sobre él y este haya decidido no incoar acción penal contra la 
persona de que se trate, salvo que la decisión haya obedecido a que no esté 
dispuesto a llevar a cabo el enjuiciamiento o no pueda realmente hacerlo; 
c) La persona de que se trate haya sido ya enjuiciada por la conducta a que 
se refiere la denuncia, y la Corte no pueda adelantar el juicio con arreglo a 
lo dispuesto en el párrafo 3 del artículo 20; d) El asunto no sea de gravedad 
suficiente para justificar la adopción de otras medidas por la Corte. 2. A fin 
de determinar si hay o no disposición a actuar en un asunto determinado, 
la Corte examinará, teniendo en cuenta los principios de un proceso con 
las debidas garantías reconocidos por el derecho internacional, si se da una 
o varias de las siguientes circunstancias, según el caso: a) Que el juicio ya 
haya estado o esté en marcha o que la decisión nacional haya sido adoptada 
con el propósito de sustraer a la persona de que se trate de su responsabi-
lidad penal por crímenes de la competencia de la Corte, según lo dispuesto 
en el artículo 5; b) Que haya habido una demora injustificada en el juicio 
que, dadas las circunstancias, sea incompatible con la intención de hacer 
comparecer a la persona de que se trate ante la justicia; c) Que el proce-
so no haya sido o no esté siendo sustanciado de manera independiente o 
imparcial y haya sido o esté siendo sustanciado de forma en que, dadas las 
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concurrente y complementaria al logro de los propósitos de las 
cartas mismas. El principio fundante la decisión es, entonces, la 
soberanía de los Estados y el principio de no injerencia en los 
asuntos internos.23 Epílogos como esto son el motivo por el que el 
Nuevo Constitucionalismo, o sea la estación de renovación cons-
titucional, dedica particular atención a las reivindicaciones de 
tutela de derechos fundamentales. En ese sentido va también el 
fortalecimiento o introducción de institutos ad hoc como el om-
budsman y el amparo, los cuales encuentran su refuerzo y máxi-
ma aplicación en las instituciones supranacionales.

VIII. La perspectiva constitucional

Las Constituciones latinoamericanas, reformadas o elaboradas 
tras la caída de las dictaduras, tienen el propósito de prevenir 
la formación de extrapoderes que puedan volver a suspender o 
limitar el goce de los derechos constitucionales. Por eso se intro-
duce el amparo, un instrumento procesal extraordinario previsto 
para la protección de los derechos constitucionales, para lesiones 
reales o presuntas cumplidas por personas físicas o instituciones 
estatales. El objetivo es colmar la brecha entre la interpretación 
de la carta constitucional y la efectividad en el disfrute de los 
derechos y de las libertades establecidas. Se presenta, entonces, 
como una garantía jurisdiccional de la constitucionalidad de las 
leyes y de la legitimidad normativa, pero también como un ins-
trumento de defensa sumario, a posteriori y célere en las ma-
nos del individuo, que puede accionarlo directamente. El órgano 
competente puede variar entre la Corte constitucional, la Corte 
suprema o el juez ordinario; el ejercicio de sus funciones está 

circunstancias, sea incompatible con la intención de hacer comparecer a la 
persona de que se trate ante la justicia. 3. A fin de determinar la incapaci-
dad para investigar o enjuiciar en un asunto determinado, la Corte exami-
nará si el Estado, debido al colapso total o sustancial de su administración 
nacional de justicia o al hecho de que carece de ella, no puede hacer com-
parecer al acusado, no dispone de las pruebas y los testimonios necesarios 
o no está por otras razones en condiciones de llevar a cabo el juicio.”

23	 Fundación Rigoberta Menchú Tum, op. cit., p. 161.
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sometido a los poderes de vigilancia y control del ombudsman.24 
Los derechos protegidos corresponden a aquellos constitucional-
mente contemplados y aquellos contemplados por las conven-
ciones internacionales, los tratados, y por el derecho internacio-
nal. La misma Convención Interamericana de 1969 lo reconoce 
como un instrumento útil para defensa de la supremacía de los 
principios constitucionales e impone a los Estados adherentes de 
garantizar el acceso a dicho juicio a nivel nacional, quedando po-
sible recurrir a la Corte Interamericana cuando las violaciones 
no puedan ser juzgadas por los órganos nacionales. En algunas 
experiencias, dicho juicio puede ser accionado por sujetos co-
lectivos: es el caso de Brasil, donde los demandantes pueden ser 
partidos políticos, organizaciones reconocidas para la defensa de 
los derechos, sindicatos. Se trata de un importante antecedente 
que puede ser reproducido para la defensa de derechos de las 
comunidades indígenas.25

IX. Conclusiones

Según todo lo antedicho, cabe destacar que las instancias del In-
digenismo se están desarrollando en el dúplice marco de tute-
la dedicado a la persona. Desde una perspectiva estrictamente 
administrativa, el ombudsman cuida del ciudadano frente a po-
sibles violaciones cumplidas por el poder ejecutivo; en cambio, 
desde un punto de vista más amplio pero sometido al control del 
primer instituto, existe el remedio del amparo contra cualquier 
violación de los derechos constitucionales de la persona en sí.26 
A ese punto, la amplitud de las tutelas reconocidas depende de 
la transposición de las convenciones y declaraciones interna-
cionales, logros a su vez de las reivindicaciones de movimientos 
sociales transnacionales, de los experimentos constitucionales 
actuales, y de las presiones internacionales. En ese sentido, in-
terlocutores transversales, como activistas de derechos humanos 
y testigos-divulgadores de las represiones, adquieren un peso 

24	 Nocera, L. A., op. cit., pp. 107-111.
25	 Volio, L. G., op. cit., p. 21.
26	 Nocera, L. A., op. cit., pp. 110 y 111.
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relevante como presiones internas hacia la democracia. Entre 
ellos, al final del siglo pasado Rigoberta Menchú Tum obtiene 
creciente reconocimiento dentro de instituciones-claves como 
las Naciones Unidas, compartiendo su memoria de indígena qui-
ché y denunciando la forma de actuar occidental que ondea la 
fórmula de “derechos humanos” con pretensa de universalismo 
y, a la vez, no interviene interrumpiendo los genocidios y las dis-
criminaciones estructurales que interesan a los países del tercer 
mundo.27 Ese mismo compromiso en la defensa y promoción de 
los derechos humanos y del pluralismo le vale el Nobel de la Paz 
en 1992 y el premio Príncipe de Asturias en 1998 por la coope-
ración internacional. 
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